LIQUIDACIÓN DEL CONTRATO – Noción
La liquidación de los contratos estatales se define como aquella actuación posterior a la terminación normal o anormal del contrato, o aquella etapa del contrato que sigue a su terminación, mediante la cual lo que se busca es determinar si existen prestaciones, obligaciones o derechos a cargo o en favor de cada una de las partes, para de ésta forma realizar un balance final o un corte definitivo de las cuentas derivadas de la relación negocial, definiéndose en últimas quién le debe a quién y cuanto, bien por las partes de común acuerdo, por la administración unilateralmente o en su caso por el juez, es decir para “dar así finiquito y paz y salvo a la relación negocial” .
En últimas la liquidación del contrato estatal es una figura o etapa contractual mediante la cual lo que se procura es finalizar la relación negocial mediante la realización de un balance final o un corte definitivo de las cuentas, para determinar quién le debe a quién y cuanto y puede ser de carácter bilateral si se realiza de común acuerdo por las partes, unilateral si es efectuada por la administración de forma unilateral, o judicial si quién realiza el corte definitivo de las cuentas es el funcionario judicial.

LIQUIDACIÓN BILATERAL – Noción 
La liquidación bilateral es el negocio jurídico mediante el cual las partes de común acuerdo definen las prestaciones, derechos y obligaciones que aún subsisten a su favor o a su cargo y a partir de allí realizan un balance final de cuentas para de ésta forma extinguir de manera definitiva todas las relaciones jurídicas que surgieron del contrato estatal precedentemente celebrado. Con otras palabras, la liquidación bilateral es un negocio jurídico mediante el cual se da por terminado otro negocio jurídico estatal precedentemente celebrado que es el contrato estatal que se liquida. 

LIQUIDACIÓN UNILATERAL – Noción 

La liquidación unilateral es una actuación administrativa posterior a la terminación normal o anormal del contrato que se materializa en un acto administrativo motivado mediante el cual la administración decide unilateralmente realizar el balance final o corte final de las cuentas del contrato estatal celebrado, determinando quién le debe a quien y cuanto y; que sólo resulta procedente en tanto no se haya podido realizar la liquidación bilateral, ya sea porque el contratista no se presentó a ésta o porque las partes no llegaron a un acuerdo sobre las cuentas a finiquitar. De ésta forma, se entiende que la liquidación unilateral del contrato es de carácter subsidiario, pues sólo resulta procedente en tanto no se haya podido llevar a cabo la liquidación bilateral. 
LIQUIDACIÓN JUDICIAL – Noción
La liquidación judicial es aquel balance, finiquito o corte de cuentas que realiza el juez sobre un determinado contrato estatal dentro de un proceso judicial y, que sólo resulta procedente en tanto no se haya podido realizar la liquidación bilateral, ni unilateral del respectivo contrato estatal celebrado. […] Luego, si lo que ocurre en un determinado asunto es que en ejercicio de la acción de controversias contractuales lo que se pretende es que se liquide judicialmente el contrato, para que el petente pueda sacar avante su pretensión debe dar cumplimiento a los requisitos de procedibilidad de la acción interpuesta, dentro de éstos el requisito de oportunidad procesal, pues sí no interpone la acción respectiva dentro de los términos previstos en la ley es evidente que en éste caso su pretensión estará destinada al fracaso. 

LIQUIDACIÓN – Oportunidad – Plazo

Según lo dispone el artículo 60 de la ley 80 de 1993, aplicable al presente asunto por la época en la que se celebró el contrato cuya liquidación judicial ahora se pretende, esto es, 20 de enero de 2001 “los contratos de tracto sucesivo, aquellos cuya ejecución o cumplimiento se prolongue en el tiempo y los demás que lo requieran, serán objeto de liquidación de común acuerdo por las partes contratantes, procedimiento que se efectuará dentro del término fijado en el pliego de condiciones o términos de referencia o, en su defecto, a más tardar antes del vencimiento de los cuatro (4) meses siguientes a la finalización del contrato o a la expedición del acto administrativo que ordene la terminación, o a la fecha del acuerdo que la disponga…” […]  Pues bien, de la norma antecitada claramente se deduce que para la fecha en la que se celebró el contrato que dio lugar al presente litigió, la misma ley dispuso que el plazo para llevar a cabo la liquidación bilateral o por mutuo acuerdo del contrato estatal sería el previsto o el fijado en el pliego de condiciones o en los términos de referencia. 

Ahora, si bien dicha norma no estableció expresamente que la liquidación bilateral o por mutuo acuerdo, además de poderse realizar dentro del plazo fijado en los pliegos de condiciones o en los términos de referencia también se podía efectuar dentro del plazo estipulado o acordado por las partes en el contrato, no existe norma alguna que excluya dicha posibilidad, es más, por regla general debe entenderse que el plazo que en principio se debe tener en cuenta para liquidar bilateralmente el contrato es el acordado por las partes en el contrato. Dicho planteamiento ahora se ve reforzado por el artículo 11 de la Ley 1150 de 2007 que establece que “La liquidación de los contratos se hará de mutuo acuerdo dentro del término fijado en los pliegos de condiciones o sus equivalentes, o dentro del que acuerden las partes para el efecto…”  Así las cosas, se entiende que sí las partes en ejercicio del principio de la autonomía dispositiva convienen fijar un plazo determinado en el contrato para realizar la liquidación bilateral o por mutuo acuerdo, es evidente que en principio éste es el plazo que se debe tener en cuenta para realizarla. Ahora bien, en el evento en el cual ni los pliegos de condiciones o los términos de referencia en su caso establezcan un plazo para llevar a cabo la liquidación bilateral o por mutuo acuerdo y que las partes tampoco hayan fijado uno en el contrato, la ley establece un término de carácter subsidiario o supletivo de 4 meses para que éstas puedan realizarla. De ésta forma, se entiende que el plazo para liquidar bilateralmente el contrato será en principio el fijado por las partes de común acuerdo en el contrato o en su caso el previsto en el pliego de condiciones o en los términos de referencia y que ante la ausencia de éstos será aplicable entonces el plazo supletivo de 4 meses consagrado en el artículo 60 de la Ley 80 de 1993.
En lo que tiene que ver con la liquidación unilateral del contrato y la caducidad de la acción de controversias contractuales el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, subrogado a su vez por el artículo 44 de la ley 446 de 1998 en su numeral 10º preveía que la acción de controversias contractuales caducaría transcurridos dos (2) años después de acaecidos los motivos de hecho o de derecho que le sirvieran de fundamento.  De lo anterior se dedujo por ese entonces que el término de dos (2) años para la caducidad de las acciones derivadas de los contratos que requirieran de liquidación empezaba a correr a partir del momento en que la liquidación se realizara o, si ella no se hubiere hecho, a partir de la conclusión del término que tenía la Administración para hacerlo unilateralmente.
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Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia del 18 de julio de 2013 proferida por el Tribunal Contencioso Administrativo de Santander, mediante la cual se declaró como probada la excepción de caducidad de la acción y en consecuencia negó las súplicas de la demanda. 
Contenido: Descriptor: Caducidad de la acción /Restrictor: liquidación del contrato estatal- modalidades-caducidad de la acción contractual y la perentoriedad de sus términos-plazo u oportunidad para liquidar el contrato estatal y la caducidad de la acción de controversias contractuales. 
I.ANTECEDENTES
1. Lo Pretendido.

El 13 de diciembre de 2007
 el señor Orlando Serrano Pedraza presentó demanda, posteriormente subsanada el 21 de agosto de 2008
 contra el Municipio de Puerto Wilches solicitando que ordenara al Alcalde Municipal de Puerto Wilches efectuar la liquidación del contrato No. TER-PLANT-AGUA-POT-24-2001 celebrado entre éstas el 20 de marzo de 2001.
Pide en consecuencia que dentro del proceso liquidatorio se le reconozcan y paguen las sumas derivadas de las cantidades de obra contenidas en las actas parciales de obra más los intereses corrientes y moratorios causados por no haber sido canceladas oportunamente, desde la fecha en la que se terminó el contrato hasta la fecha en que se ordene su liquidación y se cancelen las sumas respectivas debidamente actualizadas. 

Pide también que con fundamento en el artículo 27 de la Ley 80 de 1993 y con el fin de mantener la ecuación económica del contrato, se condene al demandado al reconocimiento y pago de los mayores costos financieros y de los intereses derivados de su incumplimiento. 

Pide además que se condene al demandado al pago de las costas y agencias en derecho. 

Estima la cuantía total del proceso en las sumas equivalentes a $854´558.000 por concepto de los costos directos de la obra y de $153´000.000 por concepto de los costos indirectos de la obra. 

2. Los hechos en que se fundamentan las pretensiones.
El 20 de marzo de 2001 se celebró entre el demandante y el demandado el contrato No. TER-PLANT-AGUA-POT-24-2001 que tuvo por objeto la terminación y puesta en funcionamiento de la planta de tratamiento de agua potable y de la primera etapa de las redes de acueducto del municipio de Puerto Wilches, con base en el Decreto de urgencia manifiesta No. 013 de 2001. 
Como valor total del contrato se fijó la suma de $496´992.400 pagaderos un 50% equivalente a $248´496.200 a título de anticipo y el restante mediante actas de avance de obras. 

Como plazo inicial del contrato se fijó el término de 5 meses contados a partir de la suscripción del acta de iniciación de las obras, esto es, desde el 7 de mayo de 2001, tal como se deriva de los diversos documentos allegados.

Mediante la Cláusula Décima Octava del contrato las partes convinieron que el contrato se liquidaría dentro de los 30 días siguientes a la fecha de suscripción del acta de recibo final de la obra entre el Alcalde, el contratista y el interventor

El plazo inicialmente acordado se extendió a través de la suscripción de 4 actas de suspensión en la ejecución de las obras, de 3 actas de reinicio en su ejecución y de un acta de prórroga del plazo inicialmente acordado, motivados por la mora en que incurrió el demandado en el pago del anticipo y las actas parciales de obra y otros incumplimientos.  

Dice que las obras objeto del contrato se ejecutaron de forma definitiva, que el Municipio de Puerto Wilches las recibió a satisfacción, que sobre éstas el Alcalde Municipal realizó un acto de inauguración y que se encuentran en funcionamiento desde principios del año 2006. 

Pese a los diversos requerimientos realizados por el contratista al demandado para liquidar el contrato este no ha sido liquidado ni bilateralmente ni unilateralmente por la administración, circunstancia que le ha generado mayores costos administrativos.  

Por último, afirma que también presentó solicitud de conciliación ante la procuraduría delegada para asuntos administrativos con el objeto de que se realizara la liquidación del contrato pero que la actitud del demandado ha sido renuente a que ésta se efectúe, pues no se presentó a la diligencia programada y no presentó excusa alguna por su ausencia. 
3. El trámite procesal.

Luego de fracasada una audiencia de conciliación extrajudicial por falta de ánimo conciliatorio entre las partes, se admitió la demanda y noticiado el Municipio de Puerto Wilches del auto admisorio, el asunto se fijó en lista y dentro del término el accionado le dio respuesta oponiéndose a las pretensiones formuladas y proponiendo la excepción de caducidad de la acción contractual interpuesta.  
Después de decretar y practicar pruebas, se corrió traslado a las partes y al Ministerio Público para que alegaran de conclusión, oportunidad que sólo fue aprovechada por la parte demandante.
II.  LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL.

En sentencia del 18 de julio de 2013 el Tribunal Contencioso Administrativo de Santander declaró como probada la excepción de caducidad de la acción formulada por la demandada y en consecuencia negó las súplicas de la demanda.
Para tomar esta decisión el Tribunal expuso las siguientes razones:
Empieza el Tribunal de primera instancia pronunciándose sobre la solicitud de suspensión del proceso presentada por el accionante con fundamento en el artículo 46 de la Ley 1551 de 2012, declarándola improcedente por estimar que  teniendo en cuenta que dicha norma se refería a los procesos iniciados en ejercicio de acciones ejecutivas no resultaba aplicable al presente asunto, pues éste se inició en ejercicio de una acción contractual.

Hace referencia a la liquidación como la etapa del contrato que sigue a su terminación para lo cual trae a cuento una sentencia proferida por la Sección Tercera de ésta Corporación el 29 de agosto de 2012 bajo el radicado No. 21.315 y luego hace referencia a sus diferentes modalidades.

Habla de la caducidad de la acción como institución que garantiza la seguridad jurídica y como sanción ante la inoperancia del actor, para lo cual trae a cuento una providencia proferida el 19 de julio de 2010 por la Sección Tercera de ésta Corporación bajo el radicado No. 38.089, luego hace referencia a la acción de controversias contractuales para concluir que conforme al Lit. d) del No. 10 del artículo 136 del C.C.A., el término de caducidad de dicha acción para acudir ante la jurisdicción solicitando la liquidación judicial del contrato era de 2 años contados a partir del incumplimiento de la obligación a liquidar. 

Luego de hacer un breve recuento de las pruebas allegadas al expediente encontró demostrado que como producto de la suscripción de las actas de suspensión y de modificación al contrato No. TER-PLANT-AGUA-POT-24-2001, el plazo de ejecución de las obras que inicialmente culminaría el 7 de octubre de 2001 se extendió hasta el 15 de septiembre de 2004, tal como se derivaba del acta de prórroga del plazo de ejecución desde el 15 de junio de 2004 hasta el 15 de septiembre de 2004 y del acta suscrita el 9 de agosto de 2004 que previó como fecha de terminación del contrato esa misma fecha. 

De otra parte señaló que según lo acordado por las partes mediante la Cláusula octava del contrato, éste debía liquidarse dentro de los 30 días hábiles siguientes a la fecha del acta de recibo final de la obra y que sí bien ésta no se allegó debía tenerse como fecha de recibo final la misma de terminación del objeto contractual, esto es, el 15 de septiembre de 2004.  

Con base en lo anterior dice que teniendo en cuenta que el contrato se terminó el 15 de septiembre de 2004 las partes tenían hasta el 28 de octubre de 2004 para liquidarlo bilateralmente y que la administración tenía hasta el 29 de diciembre de 2004 para hacerlo unilateralmente, pero como así no sucedió la accionante tenía hasta el 11 de enero de 2007 para acudir ante la jurisdicción, razón por la cual para la fecha en que se presentó la demanda, esto es, 13 de diciembre de 2007 ya había operado la caducidad de la acción contractual.

Por otro tanto, dice que si bien según la constancia expedida por el Procurador Judicial 17 para asuntos administrativos se acreditó que la actora presentó una solicitud de conciliación extrajudicial el 18 de enero de 2007, no había lugar a considerar que lo que se produjo fue una suspensión de términos, pues para esa fecha ya había operado la caducidad de la acción. 

Manifiesta que no le asiste razón al actor al afirmar que el término de caducidad de la acción contractual debía contarse desde diciembre de 2005, fecha en la que señaló que se habían entregado las obras, pues era la terminación del contrato por la expiración del termino de ejecución o el cumplimiento del objeto contractual los supuestos de hecho que daban lugar a ordenar la liquidación del contrato. 

Tampoco es cierto que el término de caducidad de la acción contractual deba computarse desde la fecha del último pago efectuado por la administración, pues si bien de las pruebas allegadas se demostró que éste se efectuó el 30 de enero de 2005, ello no implicaba que se reiniciara el cómputo de los términos de caducidad. 

Con fundamento en las consideraciones expuestas declaró como probada la excepción de caducidad de la acción formulada por el demandado y declaró de oficio la falta de agotamiento de la conciliación prejudicial como requisito de procedibilidad de la acción contractual. 

Finalmente, niega la pretensión relativa a la condena en costas. 

III. EL RECURSO DE APELACIÓN.

Contra lo así resuelto la parte demandante, el Señor Orlando Serrano Pedraza interpuso el recurso de apelación con fundamento en las siguientes razones:
Inicia su argumentación el recurrente por señalar que contrario a lo que afirmó el Tribunal el contrato se terminó en diciembre de 2005, fecha en la que el demandado recibió de forma definitiva las obras y que si bien el Alcalde Municipal realizó un acto de inauguración en abril de 2005 según se hizo constar a través de una publicación que realizó el periódico “EL TIEMPO” el 4 de abril de 2005, para esa fecha éstas no se habían terminado definitivamente. 

El Tribunal de primera instancia incurrió en equivocación al señalar que la fecha a partir de la cual se debía contar el término para liquidar el contrato era el 15 de septiembre de 2004, pues no se puede presumir la existencia de un acto administrativo complejo tal como lo es el acta de entrega final de las obras, documento a través del cual la entidad contratante hace constar que recibió a satisfacción las obras contratadas.

Dice que en caso de que el contratista no acuda a suscribir el acta de entrega definitiva de las obras o se le imposibilite acudir a su suscripción por cualquier otra razón, según el artículo 11 de la Ley 1150 es a la administración la que le corresponde expedir un acto administrativo mediante el cual ordene la terminación del contrato.

Se encuentra demostrado que entre las partes no se suscribió ningún acta de terminación y recibo final de las obras para el 15 de septiembre de 2004, pues para ésa fecha no se habían terminado de forma definitiva y fue con posterioridad que se levantaron las actas de recibo definitivo y de pago parcial del anticipo, actas que sólo se cancelaron hasta el 30 de enero de 2005.

El Alcalde Municipal del demandado al no suscribir el acta de entrega final de las obras objeto del contrato, ni expedir un acta de terminación del mismo ni mucho menos un acta de liquidación final como en repetidas oportunidades se le solicitó, incurrió en un incumplimiento de sus obligaciones como funcionario público de conformidad con la Ley 734 de 2002, Código Único Disciplinario.

Señala que la administración no puede alegar en su favor su propia torpeza y con ello pretender enriquecerse de forma indebida, pues fue ésta quién no recibió a satisfacción las obras objeto del contrato e incumplió su obligación de liquidarlo dentro de los términos legales previstos para ello.

No puede el funcionario judicial premiar la inoperancia administrativa del demandado presumiendo la existencia de un acto administrativo cuya expedición era de su competencia exclusiva.

Trae a cuento una sentencia proferida por la Sección Tercera de ésta Corporación el 6 de agosto de 2003 bajo el Radicado No. 1453 relativa al acta de recibo y entrega final de las obras y al cómputo del término para liquidar los contratos, para luego reiterar  que si bien por medio del acta de reinicio del plazo de ejecución de las obras suscrita entre las partes el 9 de agosto de 2004 se fijó como fecha de terminación del contrato el 15 de septiembre de 2004, para esa fecha el demandado no había recibido las obras de forma definitiva, fue con posterioridad a esa fecha que se suscribieron las actas de entrega parcial y de pago parcial del anticipo y que fue sólo hasta diciembre de 2005 que el Municipio las recibió terminadas.

Afirma que teniendo como fecha de entrega final de las obras diciembre de 2005, las partes tenían 4 meses para liquidarlo bilateralmente y la administración contaba con 2 meses más para hacerlo unilateralmente y que como se presentó una solicitud de conciliación prejudicial el 18 de enero de 2007, por medio de ésta se interrumpió el término de prescripción, teniendo la administración un plazo total de 8 meses para liquidar el contrato. 

Así las cosas, afirma que si los 8 meses referidos se empezaban a contar desde diciembre de 2005 la administración tenía hasta agosto de 2006 para liquidar el contrato y a partir de allí se empezaban a contar los dos años para que operara la caducidad de la acción, es decir, la accionante tenía hasta julio de 2008 para interponer la acción respectiva, razón por la cual para la fecha en que se presentó la demanda, esto es, el 13 de diciembre de 2007, aún no había operado la caducidad de la acción contractual.

Alega un enriquecimiento sin justa causa por parte del Municipio demandado, pues éste nunca negó adeudar al contratista las sumas derivadas de la ejecución del contrato ni mucho menos que incumplió su obligación de liquidarlo y ahora pretendía trasladar su responsabilidad al contratista y negarle el reconocimiento de los derechos económicos derivados del contrato. 

Por último, dice que el demandado también incurrió en un engaño o dolo, pues al no asumir el pago de los costos derivados de las obras contratadas y recibidas oportunamente está condenando al contratista a que asuma los perjuicios producidos por su no cancelación. 

Con base en lo anterior, el apelante solicita que se revoque la decisión apelada y que en su lugar se profiera un fallo favorable a sus pretensiones ordenándose la liquidación del contrato No. TER-PLANT-AGUA-POT-24-2001. 

IV. EL CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO

El Ministerio Público guardó silencio en este asunto. 
No advirtiéndose causal de nulidad que pueda invalidar lo actuado se procede a desatar la alzada previas las siguientes.

V.  CONSIDERACIONES
Para resolver lo pertinente, la Sala, retomando la problemática jurídica propuesta por el actor en el presente asunto, precisará el alcance de los conceptos adoptados como ratio decidendi para sustentar su decisión así: 1) La liquidación de los contratos estatales; 1.1) Las diferentes modalidades de liquidación del contrato estatal; 1.2) La liquidación bilateral del contrato estatal; 1.3) La liquidación unilateral del contrato estatal; 1.4) La liquidación judicial del contrato estatal; 2) La caducidad de las acciones y la perentoriedad de sus términos; 3) Plazo u oportunidad para liquidar los contratos estatales y la caducidad de la acción de controversias contractuales; 4) Los hechos probados; 5) La solución del caso concreto. 
1. La liquidación de los contratos estatales.

La liquidación de los contratos estatales se define como aquella actuación posterior a la terminación normal o anormal del contrato
, o aquella etapa del contrato que sigue a su terminación, mediante la cual lo que se busca es determinar si existen prestaciones, obligaciones o derechos a cargo o en favor de cada una de las partes, para de ésta forma realizar un balance final o un corte definitivo de las cuentas derivadas de la relación negocial, definiéndose en últimas quién le debe a quién y cuanto, bien por las partes de común acuerdo, por la administración unilateralmente o en su caso por el juez, es decir para “dar así finiquito y paz y salvo a la relación negocial”
  
En últimas la liquidación del contrato estatal es una figura o etapa contractual mediante la cual lo que se procura es finalizar la relación negocial mediante la realización de un balance final o un corte definitivo de las cuentas, para determinar quién le debe a quién y cuanto y puede ser de carácter bilateral si se realiza de común acuerdo por las partes, unilateral si es efectuada por la administración de forma unilateral, o judicial si quién realiza el corte definitivo de las cuentas es el funcionario judicial.

1.1. Las diferentes modalidades de liquidación del contrato estatal. 
1.2. La liquidación bilateral del contrato estatal.

La liquidación bilateral es el negocio jurídico mediante el cual las partes de común acuerdo definen las prestaciones, derechos y obligaciones que aún subsisten a su favor o  a su cargo y a partir de allí realizan un balance final de cuentas para de ésta forma extinguir de manera definitiva todas las relaciones jurídicas que surgieron del contrato estatal precedentemente celebrado.
Con otras palabras, la liquidación bilateral es un negocio jurídico mediante el cual se da por terminado otro negocio jurídico estatal precedentemente celebrado que es el contrato estatal que se liquida. 

Ya en anteriores oportunidades ésta Subsección había señalado al respecto que:

Pues bien, nótese que esa finalidad de la liquidación del contrato consistente en finiquitar las cuentas, para utilizar la expresión que con frecuencia se emplea, resulta ya hoy una verdad averiguada y por lo tanto no da lugar a discusión alguna.

(…)

Se podría definir ese acto de liquidación bilateral como el acuerdo que celebran las partes de un contrato estatal para determinar los derechos y obligaciones que aún subsisten a favor y a cargo de cada una de las partes contratantes, todo con la finalidad de extinguir de manera definitiva todas las relaciones jurídicas que surgieron como consecuencia del contrato estatal precedentemente celebrado.
Siendo ésta la descripción ontológica de ese acto, no se remite a dudas que la liquidación bilateral de un contrato estatal es un negocio jurídico de la estirpe de los contratos pues en ella se presentan los rasgos distintivos de esta especie negocial a saber: a) El acuerdo entre dos partes; y b) La finalidad, en este caso, de extinguir una relación jurídica de carácter patrimonial o, lo que es lo mismo, de contenido económico.
En efecto, a las voces del artículo 864 del Código de Comercio “el contrato es un acuerdo de dos o más partes para constituir, regular o extinguir entre ellas una relación jurídica patrimonial…”, de donde se desprende que los contratos no sólo pueden crear relaciones jurídicas sino que también pueden estar destinados a regularlas o a extinguirlas, cosa ésta última que es la que precisamente ocurre en los actos de liquidación bilateral de los contratos estatales.

Con otras palabras, al término de la vida de un contrato estatal puede presentarse otro contrato, como lo es el negocio jurídico de liquidación, si las partes que inicialmente contrataron se avienen luego a determinar los derechos y obligaciones que aún subsisten a favor y a cargo de cada una de ellas, con la finalidad de extinguir de manera definitiva todas esas relaciones jurídicas que surgieron como consecuencia del contrato estatal que precedentemente celebraron.

Y no se olvide que la discusión decimonónica sobre la diferencia entre contrato y convención (según la cual aquel creaba obligaciones y ésta las extinguía) quedó enterrada en el ordenamiento jurídico colombiano desde que se acogió la elaboración conceptual que elaboró BELLO sobre el contrato el señalar que “ contrato o convención es un acto por el cual una parte se obliga para con otra a dar, hacer o no hacer una cosa…”
, dando a entender que contrato y convención son la misma cosa.
Luego, en síntesis, el acto de liquidación bilateral de un contrato es a su vez un contrato pues mediante él se persigue extinguir definitivamente las relaciones jurídicas de contenido económico que aún pudieran subsistir a la terminación de la relación contractual precedentemente celebrada”
.

1.3. La liquidación unilateral del contrato. 
La liquidación unilateral es una actuación administrativa posterior a la terminación normal o anormal del contrato que se materializa en un acto administrativo motivado mediante el cual la administración decide unilateralmente realizar el balance final o corte final de las cuentas del contrato estatal celebrado, determinando quién le debe a quien y cuanto y; que sólo resulta procedente en tanto no se haya podido realizar la liquidación bilateral, ya sea porque el contratista no se presentó a ésta o porque las partes no llegaron a un acuerdo sobre las cuentas a finiquitar
. 
De ésta forma, se entiende que la liquidación unilateral del contrato es de carácter subsidiario, pues sólo resulta procedente en tanto no se haya podido llevar a cabo la liquidación bilateral. 

1.4. La liquidación Judicial. 
La liquidación judicial es aquel balance, finiquito o corte de cuentas que realiza el juez sobre un determinado contrato estatal dentro de un proceso judicial y, que sólo resulta procedente en tanto no se haya podido realizar la liquidación bilateral, ni unilateral del respectivo contrato estatal celebrado. 
Ya en anteriores oportunidades la Sección Tercera de ésta Corporación al referirse a ésta modalidad de los contratos estatales había precisado que:

“(…) es aquella que realiza y adopta el juez del contrato, en desarrollo de un proceso judicial o arbitral, según corresponda, en ausencia de alguna de las modalidades de liquidación antes mencionadas. 
El juez deriva su competencia sobre esta materia, entre otras disposiciones legales, tanto de los dictados del artículo 87 como de lo dispuesto en la mencionada letra d) del numeral 10 del artículo 136, ambas normas del Código Contencioso Administrativo –C.C.A.-.

En efecto, el citado artículo 87 del C.C.A., en su inciso 1º, al consagrar la acción de controversias contractuales -acción por cuya virtud las partes de un contrato quedan habilitadas para acudir ante el juez del mismo-, de manera explícita dispone que en ejercicio de dicha acción y en relación con el correspondiente contrato estatal, pueden pedirse “otras declaraciones y condenas”, aspecto genérico este dentro del cual, como es natural, tiene cabida perfectamente la posibilidad de solicitar la liquidación del respectivo contrato, norma legal que, a su vez, faculta al juez para hacer los pronunciamientos que correspondan en relación con tales pretensiones.
La norma legal en cita encuentra perfecto complemento en la disposición de la letra d) del numeral 10 del artículo 136 del C.C.A., la cual, al ocuparse de definir el término de caducidad de las diferentes acciones judiciales faculta al interesado para que – en los casos en los que se cumplan los presupuestos procesales correspondientes, incluidos en esa misma norma-, pueda acudir ante la jurisdicción, es decir ante el juez del contrato, para obtener de éste la liquidación correspondiente”
  

Luego, si lo que ocurre en un determinado asunto es que en ejercicio de la acción de controversias contractuales lo que se pretende es que se liquide judicialmente el contrato, para que el petente pueda sacar avante su pretensión debe dar cumplimiento a los requisitos de procedibilidad de la acción interpuesta, dentro de éstos el requisito de oportunidad procesal, pues sí no interpone la acción respectiva dentro de los términos previstos en la ley es evidente que en éste caso su pretensión estará destinada al fracaso. 

2. La caducidad de las acciones y la perentoriedad de sus términos. 

En lo relativo a la perentoriedad de los términos de caducidad, ya ésta Subsección había señalado que: 
“La caducidad  de la acción como fenómeno jurídico implica la imposibilidad de formular ante la jurisdicción unas determinadas pretensiones habida cuenta de que ha transcurrido el término que perentoriamente ha señalado la ley para ejercitar la correspondiente acción.

La seguridad jurídica y la paz social son las razones que fundamentalmente justifican el que el legislador limite desde el punto de vista temporal la posibilidad de aducir ante el juez unas concretas pretensiones y por ello se dice que la caducidad protege intereses de orden general.

Los términos para que opere la caducidad están siempre señalados en la ley y las normas que los contienen son de orden público, razones por las cuales son taxativos y las partes no pueden crear término alguno de caducidad.

La caducidad opera de pleno derecho, es decir que se estructura con el solo hecho de transcurrir el tiempo prefijado para ello, y por lo tanto el juez puede y debe decretarla aún de oficio cuando aparezca que ella ha operado.

La caducidad produce sus efectos frente a todas las personas sin que sea admisible ninguna consideración sobre determinada calidad o condición de alguno de los sujetos que interviene en la relación jurídica o que es titular del interés que se persigue proteger mediante la respectiva acción.

Finalmente la caducidad, precisamente por ser de orden público, no puede ser renunciada y no se interrumpe sino en los limitados casos exceptuados en la ley.

Pues bien, de todas estas características que se han mencionado emerge que una vez que se da el supuesto de hecho que el legislador ha señalado como comienzo del término de caducidad, él indefectiblemente empieza a correr y en ningún caso queda en manos de alguna de las partes la posibilidad de variar el término prefijado en la ley.

Por consiguiente si, cuando es menester la liquidación del contrato, hay un plazo legalmente señalado para realizarla, bien sea de común acuerdo o bien sea de manera unilateral, y si la caducidad de la acción contractual empieza a correr a partir de la respectiva liquidación, es conclusión obligada que si el plazo legalmente previsto para realizar la liquidación concluye sin que esta se hubiere hecho, irremediablemente el término de caducidad habrá empezado a correr a partir de la conclusión de este último momento y por ende ninguna incidencia tendrá en el término de caducidad una liquidación posterior.

Sostener lo contrario sería tanto como argumentar que el término de caducidad puede quedar al arbitrio de alguna de las partes.

En efecto, de no ser como se viene afirmando se llegaría a la extraña e ilegal situación de existir un término de caducidad superior al previsto en la ley en virtud de la decisión de alguna de las partes, tal como ocurriría por ejemplo en la hipótesis en que la liquidación del contrato viene a hacerse después de haber transcurrido trece (13) o más meses desde que concluyeron los plazos legalmente previstos para liquidar el contrato.

Y es que la posición que aquí se critica impondría la obligada pero errada e ilegal conclusión consistente en que el término de caducidad ya no sería de dos años contados a partir del momento en que vencieron los términos legales para liquidar el contrato, sino de treinta y tres o más meses (13 o más desde el vencimiento de los términos legales para liquidar el contrato y 24 más a partir de la liquidación extemporánea), todo por decisión de quien o quienes liquidaron el contrato por fuera de los términos legalmente previstos para ello.”
 
.

3. Plazo u oportunidad para liquidar los contratos estatales y la caducidad de la acción de controversias contractuales. 

Según lo dispone el artículo 60 de la ley 80 de 1993, aplicable al presente asunto por la época en la que se celebró el contrato cuya liquidación judicial ahora se pretende, esto es, 20 de enero de 2001 “los contratos de tracto sucesivo, aquellos cuya ejecución o cumplimiento se prolongue en el tiempo y los demás que lo requieran, serán objeto de liquidación de común acuerdo por las partes contratantes, procedimiento que se efectuará dentro del término fijado en el pliego de condiciones o términos de referencia o, en su defecto, a más tardar antes del vencimiento de los cuatro (4) meses siguientes a la finalización del contrato o a la expedición del acto administrativo que ordene la terminación, o a la fecha del acuerdo que la disponga…”
 
Pues bien, de la norma antecitada claramente se deduce que para la fecha en la que se celebró el contrato que dio lugar al presente litigió, la misma ley dispuso que el plazo para llevar a cabo la liquidación bilateral o por mutuo acuerdo del contrato estatal sería el previsto o el fijado en el pliego de condiciones o en los términos de referencia. 

Ahora, si bien dicha norma no estableció expresamente que la liquidación bilateral o por mutuo acuerdo, además de poderse realizar dentro del plazo fijado en los pliegos de condiciones o en los términos de referencia también se podía efectuar dentro del plazo estipulado o acordado por las partes en el contrato, no existe norma alguna que excluya dicha posibilidad, es más, por regla general debe entenderse que el plazo que en principio se debe tener en cuenta para liquidar bilateralmente el contrato es el acordado por las partes en el contrato.

Dicho planteamiento ahora se ve reforzado por el artículo 11 de la Ley 1150 de 2007
 que establece que “La liquidación de los contratos se hará de mutuo acuerdo dentro del término fijado en los pliegos de condiciones o sus equivalentes, o dentro del que acuerden las partes para el efecto…” 

Así las cosas, se entiende que sí las partes en ejercicio del principio de la autonomía dispositiva convienen fijar un plazo determinado en el contrato para realizar la liquidación bilateral o por mutuo acuerdo, es evidente que en principio éste es el plazo que se debe tener en cuenta para realizarla.

Ahora bien, en el evento en el cual ni los pliegos de condiciones o los términos de referencia en su caso establezcan un plazo para llevar a cabo la liquidación bilateral o por mutuo acuerdo y que las partes tampoco hayan fijado uno en el contrato, la ley establece un término de carácter subsidiario o supletivo de 4 meses para que éstas puedan realizarla. 
De ésta forma, se entiende que el plazo para liquidar bilateralmente el contrato será en principio el fijado por las partes de común acuerdo en el contrato o en su caso el previsto en el pliego de condiciones o en los términos de referencia y que ante la ausencia de éstos será aplicable entonces el plazo supletivo de 4 meses consagrado en el artículo 60 de la Ley 80 de 1993.

En lo que tiene que ver con la liquidación unilateral del contrato y la caducidad de la acción de controversias contractuales el artículo 136
 del Código Contencioso Administrativo, subrogado a su vez por el artículo 44 de la ley 446 de 1998
 en su numeral 10º preveía que la acción de controversias contractuales caducaría transcurridos dos (2) años después de acaecidos los motivos de hecho o de derecho que le sirvieran de fundamento. 
De lo anterior se dedujo por ese entonces que el término de dos (2) años para la caducidad de las acciones derivadas de los contratos que requirieran de liquidación empezaba a correr a partir del momento en que la liquidación se realizara o, si ella no se hubiere hecho, a partir de la conclusión del término que tenía la Administración para hacerlo unilateralmente.

Así lo dijo esta Corporación en auto del 8 de junio de 1995
 en el que expresó:

“En materia contractual habrá que distinguir los negocios que requieren de una etapa posterior a su vigencia para liquidarlos, de aquellos otros que no necesitan de la misma. En éstos, vale decir, para los cuales no hay etapa posterior a su extinción, cualquier reclamación judicial deberá llevarse a cabo dentro de los dos años siguientes a su fenecimiento. Para los contratos, respecto a los cuales se impone el trámite adicional de liquidación, dicho bienio para accionar judicialmente comenzará a contarse desde cuando se concluya el trabajo de liquidación, o desde cuando se agotó el término para liquidarlo sin que se hubiere efectuado, bien sea de manera conjunta por las partes o unilateralmente por la administración”.
Posteriormente esta misma Corporación en providencia del 22 de junio de 2000
 rememoró las posiciones que ella había asumido en punto del plazo que tenía la Administración para liquidar unilateralmente un contrato:

“En sentencia dictada en el proceso 5.334, proferida el día 11 de diciembre de 1989, la Sala expresó, haciendo referencia a otros fallos, que cuando termina un contrato, normal o anormalmente, y no existe acuerdo entre las partes, la Administración debe liquidarlo unilateralmente; que si bien la ley no fija plazos para efectuarla de mutuo acuerdo, encuentra que el “término plausible” debe ser el de cuatro meses contados a partir de aquella terminación. 

En cuanto a la liquidación unilateral dicha sentencia expresó que si no se logra acuerdo entre los contratantes, después de vencidos los cuatro meses, la Administración debía liquidar unilateralmente el contrato dentro de los dos meses siguientes; se afirmó que: 

“Para efecto de determinar la fecha de liquidación del contrato, la Sala ha venido aceptando como término plausible el de cuatro meses: dos, a partir del vencimiento del contrato para que el contratista aporte la documentación adecuada y dos para que el trabajo se haga de común acuerdo (Sent. Enero 29/88, Exp. 3615. Actor Darío Vargas). A falta de acuerdo, estima la Sala que la entidad contratante debe proceder a la liquidación unilateral dentro de los dos meses siguientes al vencimiento del término para hacer la liquidación de común acuerdo. Aunque este nuevo plazo no está previsto por la ley de manera específica, coincide con el consagrado legalmente para que se produzca el fenómeno del silencio administrativo negativo (Decreto ley 2.304 de 1989, arts. 1º y 7º) y, por esta razón, lo adopta la Sala para eventos como el que aquí se presenta” (Sentencia de noviembre 9, 1989, Expedientes Nos. 3265 y 3461. Actor: Consorcio CIMELEC LTDA-ICOL LTDA). Destacado con negrilla por fuera del texto original.”

Así las cosas, antes de la entrada en vigencia del artículo 60 de la Ley 80 de 1993 y del artículo 44 de la Ley 446 de 1998, la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado ya tenía establecido que los contratos que requirieran de liquidación debían ser liquidados dentro del plazo convenido por las partes o el previsto en el pliego de condiciones o en los términos de referencia, que ante la ausencia de éstos, dentro de los cuatro (4) meses que seguían a su terminación y que si ésta no se hacía en esa oportunidad, la entidad estatal debía liquidarlo unilateralmente dentro de los dos (2) meses siguientes al vencimiento del término anterior.

Este criterio jurisprudencial fue el que finalmente se convirtió en disposición legal al consagrar, de un lado, el artículo 60 de la Ley 80 de 1993 que los contratos debían liquidarse dentro del plazo fijado en los pliegos de condiciones o en los términos de referencia, o dentro de los cuatro (4) meses siguientes a su terminación y al prever, de otro lado, el artículo 44 de la Ley 446 de 1998 que si la administración no lo liquidaba dentro de los dos (2) meses que siguen al plazo establecido legal o convencionalmente para ello, el interesado podía acudir ante la jurisdicción dentro de los dos (2) años siguientes al incumplimiento de la obligación de liquidar.

De ésta forma, como en el presente asunto las partes acordaron mediante la cláusula décimo octava que el contrato se liquidaría dentro de los treinta (30) días
 siguientes a su terminación y que éste se terminó el 15 de septiembre de 2004, a partir de ésa fecha las partes tenían treinta (30) días para liquidarlo de común acuerdo, y si no lo lograban liquidar, la Administración debía hacerlo dentro de los dos (2) meses siguientes, plazo éste que para la fecha en la que se celebró el contrato había sido elaborado jurisprudencialmente.

Una vez concluidos estos dos términos, es decir el plazo convenido por las partes en el contrato para llevar a cabo la liquidación bilateral y los dos (2) meses que le siguen para que la administración procediera a liquidarlo unilateralmente, empezaban a correr los dos (2) años que la ley preveía en aquel entonces y prevé ahora como término de caducidad.

Pues bien, todo lo anterior se resume en que por la época en que se terminó el contrato que dio lugar al presente litigio, esto es, 15 de septiembre de 2004, las partes contaban con un término de treinta (30) días comunes, que fue el plazo convenido para liquidarlo de común acuerdo, y que si no lo lograban liquidar la Administración debía hacerlo dentro de los dos (2) meses siguientes, plazo éste que inicialmente había sido elaborado jurisprudencialmente pero que luego se convirtió en legal en razón de lo preceptuado por el artículo 44 de la Ley 446 de 1998.

Una vez concluidos estos dos términos, es decir el plazo acordado en el contrato para liquidar bilateralmente el contrato y los dos (2) meses que le siguen, empezaban a correr los dos (2) años que la ley preveía en aquel entonces y prevé ahora como término de caducidad.

4. Los hechos probados. 

En el asunto que ahora se resuelve por la vía de la apelación se encuentra que entre el demandante y el demandado se celebró el contrato No. TER-PLANT-AGUA-POT-24-2001 el 20 de marzo de 2001, el cual tuvo por objeto la terminación y puesta en funcionamiento de la planta de tratamiento de agua potable y de la primera etapa de las redes de acueducto del municipio de Puerto Wilches con base en el Decreto de urgencia manifiesta No. 013 de 2001 (Fols. 2 a 4 del C. No. 1). 
Por medio de la Cláusula Quinta se fijó como valor total del contrato la suma de $496´992.400 pagaderos un 50% equivalente a $248´496.200 a título de anticipo y el restante mediante actas de avance de obras (Fol. 2 del C. No. 1). 

A su vez, mediante la Cláusula Sexta se fijó como plazo de duración del contrato el término de cinco (5) meses contados a partir de la suscripción del acta de iniciación de las obras (Fol. 2 del C. No. 1), esto es, desde el 7 de mayo de 2001, tal como se deriva de los diversos documentos allegados.
Mediante la Cláusula Décima Octava las partes convinieron que el contrato se liquidaría dentro de los 30 días siguientes a la fecha de suscripción del acta de recibo final de la obra entre el Alcalde, el contratista y el interventor (Fol. 4 del C. No. 1).

El  7 de septiembre de 2001 se suscribió entre las partes el “ACTA DE SUSPENSIÓN DE OBRA No. 1” por medio de la cual éstas acordaron suspender la ejecución de las obras hasta que el demandado demostrara haber adelantado los trámites requeridos ante la Banca Central para la obtención de los créditos para financiar el proyecto y abonarle al contratista las sumas necesarias para continuar con la ejecución de las obras, previéndose como fecha inicial de terminación del contrato el 7 de octubre de 2001 (Fol. 146 del C. No. 1). 

Por medio del acta del 20 de noviembre de 2001 las partes nuevamente acordaron suspender la ejecución de las obras por un término de 6 meses en atención a las dificultades presentadas para la obtención de los créditos ante la Banca Central para financiar el proyecto (Fols. 157 y 158 del C. No. 1). 

El 2 de enero de 2003 se suscribió un acta de reinicio de ejecución de las obras, previéndose como nueva fecha de terminación del contrato el 24 de enero de 2003 (Fol. 147 del C. No. 1).

El 3 de enero de 2003 las partes acordaron prorrogar el plazo de ejecución de las obras por un término de 120 días calendario contados a partir del 24 de enero de 2003 (Fol. 64 del C. No. 1).

A través del acta del 7 de marzo de 2003 las partes convinieron modificar la cláusula segunda del contrato relativa a las mayores cantidades de obra (Fols. 152 y 253 del C. No. 1).

El 10 de abril de 2003 suscribieron el “ACTA DE SUSPENSIÓN DE OBRA No. 2”, mediante la cual una vez más convinieron suspender la ejecución de las obras por un término indefinido en atención a la falta de recursos financieros por parte del Municipio de Puerto Wilches (Fol. 59 del C. No. 1). 

El 15 de marzo de 2004 las partes acordaron reiniciar la ejecución de las obras, previendo como nueva fecha de terminación del contrato el 15 de junio de 2004 (Fols. 60 y 61 del C. No. 1).

A través del “ACTA DE SUSPENSIÓN DE LA OBRA No. 3” el demandante y el demandado acordaron suspender la ejecución de las obras objeto del contrato por un término indefinido en atención a las dificultades presentadas para la obtención del material filtrante necesario para la purificación del agua de los tanques debido a las circunstancias climáticas, previéndose cómo nueva fecha de terminación del contrato el 15 de junio de 2004 (Fol. 58 del C. No. 1).  

Finalmente, el 9 de agosto de 2004 las partes suscribieron el acta de reinicio de la ejecución de las obras y acordaron como nueva fecha de terminación del contrato el 15 de septiembre de 2004 (Fol. 57 del C. No. 1). 

Por medio de las comunicaciones del 26 de mayo de 2006, del 19 de julio de 2006 y del 12 de junio de 2007 el contratista requirió al Municipio para que fijara fecha para llevar a cabo la liquidación bilateral del contrato, allegando para ello una pre - acta de liquidación del contrato (Fols. 12 a 15 del C. No. 1) con la cual no el demandado no se mostró de acuerdo (Fols. 6, 7 y 9 del C. No. 1). 

Según la certificación expedida el 18 de abril de 2007 el Procurador Judicial No. 17 para Asuntos Administrativos de Bucaramanga hace constar que el accionante presentó una solicitud de conciliación extrajudicial el 18 de enero de 2007 (Fol. 10 del C. No. 1). 

5. La solución del caso concreto.   
Pues bien, de las probanzas allegadas y que atrás se reseñaron se encuentra demostrado efectivamente que el contrato No. TER-PLANT-AGUA-POT-24-2001 del 20 de marzo de 2001 se terminó el 15 de septiembre de 2004, pues si bien no se allegó el acta de recibo final de las obras tal como lo advirtió el Tribunal de primera instancia, documento a partir del cual se empezarían a contar los 30 días para llevar a cabo la liquidación bilateral del contrato, fueron éstas mismas quienes por medio del acta suscrita el 9 de agosto de 2004 acordaron que la fecha de terminación del contrato sería el 15 de septiembre de 2004.

En efecto, no se allegó prueba alguna a través de la cual se lograra acreditar que la información contenida en el acta del 9 de agosto de 2004 fuera contraria a la realidad, ni mucho menos que las partes estuvieran inconformes con lo allí acordado. 

Ahora, si bien el recurrente en su recurso de apelación afirma insistentemente que el contrato No. TER-PLANT-AGUA-POT-24-2001 del 20 de marzo de 2001 se terminó en diciembre de 2005 tampoco allegó prueba alguna a través de la cual pudiera demostrar tal aseveración y es que la sola afirmación de un hecho no prueba su existencia, sino que el actor tiene la carga de demostrarla con otros medios probatorios, los que desde luego aquí brillan por su ausencia.  

Así las cosas, para la Sala es claro que el contrato No. TER-PLANT-AGUA-POT-24-2001 del 20 de marzo de 2001 se terminó el 15 de septiembre de 2004 y por consiguiente a partir de ésta fecha corrieron los treinta (30) días para liquidarlo de común acuerdo y como quiera que así no se hizo, seguidamente empezaron a transcurrir los dos (2) meses para que la Administración lo liquidara unilateralmente.
Ahora, no habiéndose liquidado tampoco de manera unilateral, el término de caducidad de dos años comenzó a contarse al vencerse éste último término de dos (2) meses para la liquidación unilateral.
Con otras palabras, habiéndose terminado el contrato No. TER-PLANT-AGUA-POT-24-2001 el 15 de septiembre de 2004, los treinta (30) días que siguen vencieron el 15 de octubre de 2004, los dos (2) meses subsiguientes culminaron el 15 de diciembre de 2004 y la caducidad de dos (2) años se consolidó el 15 de diciembre de 2006. 

Así las cosas, como la demanda se presentó el 13 de diciembre de 2007
, es evidente que para esa fecha ya había operado el fenómeno de caducidad de la acción de controversias contractuales. 

En lo tocante a la suspensión de los términos de caducidad de la acción de controversias contractuales con ocasión de la presentación de una solicitud de conciliación prejudicial el 18 de enero de 2007, para la Sala es claro que dicha suspensión no se dio, pues para esa fecha ya había operado la caducidad de la acción, es decir, ya habían transcurrido los 2 años previstos en la norma para que ésta operara y resultaría irrazonable pensar que se puede suspender un término que ya venció.   
Ahora, el hecho de que el demandado haya efectuado su último pago el 30 de enero de 2005, no por ello se debe entender que se debía contar el término de caducidad de la acción contractual con posterioridad a éste, pues se repite éste se empezaba a contar desde la misma fecha en que concluyeron los 30 días para intentar la liquidación bilateral y los 2 meses siguientes para intentar la liquidación unilateral y los términos de caducidad son de orden público y por consiguiente inmodificables por el querer de las partes.

Y como así lo vio y lo decidió el Tribunal de primera instancia la sentencia apelada deberá ser confirmada en el sentido de declarar como probada la excepción de caducidad de la acción de controversias contractuales por las razones expuestas en ésta providencia, pero desde luego revocando la decisión de negar las pretensiones de la demanda, pues una vez ha operado la caducidad de la acción ello impide que el juez pueda pronunciarse de fondo sobre el asunto.  

En mérito de lo expuesto la Subsección C de la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, administrando justicia en nombre la de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia apelada en el sentido de declarar como probada la excepción de caducidad de la acción de controversias contractuales formulada por el demandado, pero por las razones expuestas en ésta providencia. 
SEGUNDO: REVOCAR la decisión de negar las pretensiones de la demanda. 
TERCERO: DEVOLVER el expediente al Tribunal de Origen. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ              GUILLERMO SÁNCHEZ LUQUE

Presidenta de la Sala de Sección C                          Magistrado
JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA
Magistrado Ponente 
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� Ibídem. 


� Artículo 1495 del Código Civil colombiano (Original del fallo que se cita). 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, Sentencia del 18 de julio de 2012, Exp. 22.221


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia del 4 de diciembre de 2006, Exp. 15.239. 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, Sentencia del 9 de octubre de 2013, Exp. 30.680.  


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, sentencia del 24 de julio de 2013; Expediente 23136.Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, sentencia del 30 de enero de 2013, Expediente 23136 (Cita original del fallo que se cita). 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, Sentencia del 12 de junio de 2014,  Exp. 29. 469. 


� Lo subrayado fue subrogado por el artículo 32 de la Ley 1150 de 2007.


� “Por medio de la cual se introducen medidas para la eficiencia y la transparencia en la Ley 80 de 1993 y se dictan otras disposiciones generales sobre la contratación con recursos públicos”


� Este artículo fue subrogado por el artículo 44 de la Ley 446 de 1998.


� “Por la cual se adoptan como legislación permanente algunas normas del Decreto 2651 de 1991, se modifican algunas del Código de Procedimiento Civil, se derogan otras de la ley 23 de 1991 y del Decreto 2279 de 1989, se modifican y expiden normas del Código Contencioso Administrativo y se dictan otras disposiciones”. 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Auto del 8 de junio de 1995, Expediente 10.634.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Expediente 12.723. 


� El parágrafo 1º del artículo 829 del Código de Comercio establece que “los plazos de días señalados en la ley se entenderán hábiles; los convencionales, comunes”,de forma tal que si el plazo de 30 días al que se alude es convencional, se entiende que éstos son comunes. 


� Folios 16 a 24 del C. No. 1.





